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ENVÍO EXCEPCIÓN PREVIA y CONTESTACIÓN DE DEMANDA y ANEXOS. Radicado.:
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HERNÁN AGUIRRE <hernanaguirre24@hotmail.com>
Lun 17/07/2023 2:57 PM

Para:Juzgado 53 Civil Municipal - Bogotá - Bogotá D.C. <cmpl53bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Buenos Trades:

Doctora
 
NANCY RAMÍREZ GONZÁLEZ
 
JUEZA CINCUENTA Y TRES (53) CIVIL MUNICIPAL 
Bogotá D.C. 
 
 
 
 
                        ASUNTO:                  EXCEPCIÓN PREVIA y CONTESTACION DEMANDA

con ANEXOS 

PROCESO:                VERBAL-Resolución de Contrato de Promesa de
Compraventa. 

DEMANDANTES:   Carlos Ernesto Carrillo Restrepo y Ana Milena Bermúdez Gil 
DEMANDADA:       Angela Patricia Bello Montenegro 

RADICADO:            10014003053202200214 00 

Me permito adjuntar memorial de EXCEPCIÓN PREVIA y RESPUESTA o CONTESTACIÓN a la DEMANDA
interpuesta por los aludidos demandantes en contra de mi representada Angela Patricia Bello
Montenegro.

Solicito comedidamente compar�r el LINK del Expediente Digital referenciado y ACUSAR RECIBIDO al
presente envío.

Agradezco su oportuna atención,

HERNÁN AGUIRRE DELGADO 
T.P. 73.084 del C.S. de la J. 
C.C. 70´128.713  
E-mail: hernanaguirre24@hotmail.com
CEL. 3002145536



 
 
 
 

EXCEPCIÓN PREVIA 
 

Y 
 

CONTESTACIÓN 
DE LA DEMANDA 

 
 

Demanda VERBAL 
Resolución de Contrato de Promesa de Compraventa 

 
    RADICADO: 10014003053202200214 00 

 
 
 

Carlos Ernesto Carrillo Restrepo y Ana Milena Bermúdez Gil  
 

Vs. 
 

Angela Patricia Bello Montenegro  
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Doctora 
NANCY RAMÍREZ GONZÁLEZ 
JUEZA CINCUENTA Y TRES (53) CIVIL MUNICIPAL 
Bogotá D.C. 
 
 
 
 

ASUNTO:        EXCEPCIÓN PREVIA 
PROCESO: VERBAL-Resolución de Contrato de Promesa de 

Compraventa. 
DEMANDANTES:  Carlos Ernesto Carrillo Restrepo y Ana Milena 

Bermúdez Gil 
DEMANDADA:  Angela Patricia Bello Montenegro 
RADICADO: 10014003053202200214 00 

 
 
 
 
HERNÁN AGUIRRE DELGADO, mayor y vecino del Municipio de Envigado-Ant., 
identificado como aparece al pie de mi correspondiente firma, abogado titulado, inscrito y 
en ejercicio de mi profesión, con E-mail: hernanaguirre24@hotmail.com (el cual coincide 
con el inscrito en el Registro Nacional de Abogados-SIRNA), obrando en calidad de 
apoderado Judicial de la demandada ANGELA PATRICIA BELLO MONTENEGRO 
(también mayor y vecina de Medellín), en el proceso de la referencia, por medio del 
presente escrito y junto con la contestación de la demanda, dentro del término legal, 
promuevo las siguiente  

 

 

 EXCEPCIÓN PREVIA 

 
FALTA DE COMPETENCIA (Art. 100 numeral 1, del C. G. del P.): 
 
 
En efecto, se promovió proceso VERBAL de Resolución de Contrato de Promesa de 
Compraventa, por parte de Carlos Ernesto Carrillo Restrepo y Ana Milena Bermúdez Gil 
contra la Sra. Angela Patricia Bello Montenegro ante este Juzgado con Jurisdicción en la 
ciudad de Bogotá D.C., arguyendo que la COMPETENCIA es suya: “Por la naturaleza 
del asunto, por el lugar de ubicación del inmueble, por la cuantía la cual estimo superior a 
los ochenta millones de pesos moneda legal ($80’000.000) siendo usted competente, señor 
juez, para conocer de este proceso”. 

 
En tal virtud su Despacho procedió, mediante Auto de marzo 22 de 2022, a admitir la 
referida demanda. 
  
Sucede además Sra. Jueza que los accionantes informaron, a través de la demanda, que la 
demandada está “residenciada y domiciliada en la ciudad de Medellín”, como en efecto lo 
está y lo ha estado desde hace varios años. Es más, al interior del proceso se obtuvo 
información, en virtud del auto que su Despacho emitió (de agosto 4 de 2022) dirigido a 
verificar, en la página del FOSYGA, si la accionada se encontraba afiliada a la Seguridad 
Social, a efectos de solicitarle a su EPS la información correspondiente de su dirección 
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física y de Correo Electrónico. En tal virtud, se obtuvo dicha información que da cuenta que 
el lugar de domicilio de la demandada ANGELA PATRICIA BELLO MONTENEGRO 
corresponde al de la ciudad de Medellín. Los demandantes nunca desconocieron cuál era el 
domicilio de ésta. No obstante, procedieron a notificarla de manera virtual, sin que se 
reparara en el hecho de que la Competencia por el Factor Territorial y Fuero Personal 
pertenece al Juez de Medellín, y no al de Bogotá, cual es el lugar donde está radicado el 
domicilio de la accionada y donde se debió radicar la demanda. 

Ciertamente, la información aludida era suficiente para que los actores hubiesen radicado la 

demanda conforme al FACTOR DE COMPETENCIA dirigiéndola al Juez Civil Municipal 

de Medellín y no a su homólogo de Bogotá D.C..  

 

Es que, Distinguida Funcionaria, sin lugar a dudas los demandantes eran ampliamente 

conocedores del domicilio de la demandada y prefirieron quebrantar el Debido Proceso 

impetrando la demanda ante una autoridad judicial que no tiene COMPETENCIA por razón 

del TERRITORIO.  

 

Es por eso que nos encontramos frente a una FALTA DE COMPETENCIA (Art. 100 

numeral 1, del C. G. del P.) en razón al FACTOR TERRITORIAL, habida cuenta que la 

demanda. objeto de esta Excepción Previa. debió haberse tramitado en el lugar del 

domicilio de la accionada, esto es en la ciudad de Medellín, y no en Bogotá como los 

accionantes lo han pretendido. Y como quiera que es un deber ético y profesional y un 

compromiso con la recta administración de justicia, advertir y evitar posteriores nulidades 

en términos de los Arts. 133 y 135 del C. G. del P., es por eso que procedemos a alegarla 

por vía de EXCEPCIÓN. 

 
 
Por esa potísima razón, la competencia para conocer del presente asunto está reglada por el 

numeral 1º del  Art. 28 del CGP. , es decir, atendiendo el lugar del domicilio de la 

accionada, cual es la ciudad de Medellín. 

  

Dispone el numeral 1º. del Art. 28 del Código General del Proceso que, “En los procesos 
contenciosos, salvo disposición legal en contrario, es competente el juez del domicilio del 
demandado” 

 

Ciertamente, como se ha determinado en múltiples intervenciones jurisprudenciales 
conforme a lo dispuesto en la aludida norma, al tratarse del litigio de la Resolución de un 
Contrato de Promesa de Compraventa, debemos tener en cuanta que la acción resolutoria 
es de naturaleza personal más no real, por tal motivo, la competencia sólo puede 
adjudicarse por aplicación de la regla general de competencia. En ese sentido, en el asunto 
de marras la parte actora debió optar por la regla general prevista en el citado numeral; y, 
dado que la demandada tiene su domicilio en la ciudad de Medellín, la competencia, con 
base en el Factor Territorial, para conocer y resolver la controversia planteada se 
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encuentra en la misma. 

 

Se debe resaltar que el fuero personal, que se finca en el domicilio del demandado, 
constituye la directriz general de competencia en lo que tiene que ver con la atribución 
territorial, en procesos contenciosos, la cual procede «salvo disposición legal en contrario», 
esto es, si la ley no advierte que para el proceso que nos ocupa existe un fuero exclusivo. 

 

En verdad, aquí no se está ejercitando un Derecho Real, se trata es de Resolver un Contrato 

de Promesa. 

 

Si se hace una aplicación correcta de la forma como ha de fijarse la competencia de acuerdo 

al factor territorial, se podrá observar que la por los accionantes asignada no corresponde, 

toda vez que estamos frente a una demandada que tiene su domicilio y residencia en la 

ciudad de Medellín, la cual, como se ha dicho y demostrado, es bien conocida por los 

actores. 

 

 

PETICIÓN FORMAL 
 
 
 
PRIMERO: Con base en las anteriores consideraciones solicito al despacho, que por 
configurarse la FALTA DE COMPETENCIA consagrada en el Art. 100 numeral 1, del C. 
G. del P., se digne declararla y, como consecuencia de esta decisión, atendiendo lo señalado 
en el segundo inciso del Art. 90  Ibídem, ordenará el RECHAZO DE LA DEMANDA. 
Del mismo modo, atendiendo lo señalado en el tercer inciso del numeral 2 del Art. 101 
Idem, se ordene remitir el expediente al juez que corresponda en la Ciudad de Medellín. 
 
 
 
 PRUEBAS y ANEXOS 
 
 
Téngase como tales: 
 
 

• El libelo demandatorio y sus anexos. 
 

• La prueba recaudada, en especial, la respuesta de la EPS-SURA al Oficio  que su 
Despacho emitió. 

 
• El libelo de contestación de la demanda y sus anexos. 

 
 * Poder a mí conferido, el cual se aporta con la contestación de la demanda. 
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 FUNDAMENTO DE DERECHO 
 
 
Me apoyo en Derecho en los Arts. 28 numeral 1, 83, 90, 100 numeral 1 y 101 numeral 2 
del C. G. del P.; y demás normas concordantes y vigentes. 
 
 
 DIRECCIONES Y NOTIFICACIONES 
 
 
LA DEMANDADA: En la Cra. 82 Nº 9Asur-79, Apto. 915, Unidad FLORENCE, Rodeo 
Alto, Medellín-Ant., Celular: 3108979831; Correo Electrónico: anpabemo@hotmail.com. 
 
LOS DEMANDANTES : En las direcciones relacionadas en la demanda; 
 
EL SUSCRITO : Calle 22s 44-08 Int. 604, en Envigado-Ant., Cel. 3002145536. 
Correo Electrónico: hernanaguirre24@hotmail.com. 
 
 
Cordialmente, 
 
 
 
 
HERNÁN AGUIRRE DELGADO 
T.P.73.084 del C.S. de la J. 
C.C. 70’128.713  de Medellín 
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Doctora 
NANCY RAMÍREZ GONZÁLEZ 
JUEZA CINCUENTA Y TRES (53) CIVIL MUNICIPAL 
Bogotá D.C. 
 
 
 
 
     ASUNTO:        CONTESTACION DEMANDA 

PROCESO:  VERBAL-Resolución de Contrato de Promesa de 
Compraventa. 

DEMANDANTES:  Carlos Ernesto Carrillo Restrepo y Ana Milena Bermúdez Gil 
DEMANDADA:  Angela Patricia Bello Montenegro 
RADICADO:  10014003053202200214 00 

 

 

HERNÁN AGUIRRE DELGADO, mayor y vecino del Municipio de Envigado-Ant., 

identificado como aparece al pie de mi correspondiente firma, abogado titulado, inscrito y en 

ejercicio de mi profesión, con E-mail: hernanaguirre24@hotmail.com (el cual coincide con el 

inscrito en el Registro Nacional de Abogados-SIRNA), obrando como apoderado Judicial de la 

demandada ANGELA PATRICIA BELLO MONTENEGRO, conforme al poder especial a 

mí otorgado, también mayor de edad y con domicilio en la ciudad de Medellín, manifiesto a 

usted con todo respeto que en su nombre y representación, dentro del término legal, descorro el 

traslado para DAR RESPUESTA A LA DEMANDA VERBAL de Resolución de Contrato de 

Promesa de Compraventa, interpuesta ante su Despacho, contra mi asistida, por Carlos Ernesto 

Carrillo Restrepo y Ana Milena Bermúdez Gil. Ello lo hago de la siguiente manera: 

Fundamento el libelo de respuesta y oposición, de la siguiente forma: 

 
 

EN CUANTO A LOS HECHOS 

 

AL 1: ES PARCIALMENTE CIERTO. Me explico: es cierto lo de la suscripción de la 

PROMESA DE COMPRAVENTA DE UN BIEN INMUEBLE, según se puede observar en el 

citado Contrato de Promesa, adjunto a la demanda. Pero, no es cierto que dicho contrato se haya 

suscrito el dia15 de junio del año 2012, puesto que ello sucedió fue el 2 de abril de 2012, fecha 

que bien se puede constatar en el referido Contrato, el cual fue firmado ante la Notaría 55 del 

Círculo Notarial de Bogotá D.C., cuyos sellos con la firma de la Notaria, dan cuenta del 
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reconocimiento que hacen las partes de la firma y contenido e impresión de huella. Además, en 

el HECHO 3 de la demanda, los actores reconocen que la firma del Contrato de Promesa fue el 

2 de abril de 2012. 

AL 2: ES CIERTO. Así se deduce de las pruebas documentales aportadas con la demanda. 
 
AL 3: ES CIERTO lo que se dice en cuanto al precio pactado y forma de pago relacionado en 

los literales A) y B) de este HECHO. 

 

No obstante, es pertinente precisarle al Despacho lo siguiente: 

 

A. Que, si bien es cierto, en el Contrato de Promesa de Compraventa, el cual fue elaborado 

y llevado por los Promitentes Vendedores a la Notaría el día en que se firmó, sin que mi 

poderdante, que no tenía ninguna experiencia en negocios de propiedad raíz, lo haya 

analizado con la debida antelación, éstos dejaron señalado, con relación al pago del literal 

B), que la Promitente Compradora lo haría con base en el trámite de un crédito ante una 

entidad financiera, lo cual ella nunca lo manifestó porque no era necesario ni era su deseo, 

en la medida en que mi mandante tenía el dinero para garantizar dicho pago, puesto que 

vendió a su hermano, CARLOS ANDRÉS BOLÍVAR BELLO, un derecho 

HEREDITARIO que tenía sobre una casa que heredó de la mamá, cuyo valor le pagó en 

efectivo para cumplir con ese compromiso adquirido con los Promitentes Vendedores-

Demandantes, conforme a lo pactado en el  Contrato de Promesa de Compraventa, 

situación que fue oportuna y debidamente informada a éstos, siendo ellos conscientes que el 

dinero ya estaba en poder de la Promitente Compradora, el cual tenía destinado para 

entregáselo el día en que se debía firmar la Escritura de Compraventa sobre el inmueble 

objeto de demanda. (Aportamos, para demostrar este hecho, copia de la escritura de 

compraventa Nº 267 del 17 de abril de 2012 otorgada en la Notaría Única del Municipio 

de Guaduas-Cundinamarca). 

 

B. Cinco días después de la firma del Contrato de Promesa de Compraventa, abril 7 de 

2012, el Promitente Vendedor Carlos Ernesto Carrillo Restrepo le solicitó a la promitente 

Compradora Angela Patricia Bello Montenegro, que le hiciera un adelanto de 

$2.000.000,oo para ponerse al día con la deuda de la Administración del Inmueble que 

hacía mucho no pagaba y estaba atrasado, a lo cual accedió consignándoselos ese mismo 
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día en el Banco Citibank, a su cuenta # 1002653423, con la esperanza de que obtuviera el 

paz y salvo. (Aporto recibo que acredita dicha consignación). 

 

C. Nuevamente, días después, le solicitó que le adelantara otros $500.000,oo dado que le 

hacían falta para llegar a un Acuerdo con La Administración del inmueble y, efectivamente, 

se los entregó en efectivo a través de su cuñado Dorian Hernández. 

 

D. Sucede, su señoría, que el señor Carlos Ernesto Carrillo Restrepo nunca fue a pagar la 

Administración del Inmueble y nunca obtuvo el paz y salvo, cuya deuda ya venía siendo 

ejecutada ante el Juzgado 3º Civil Municipal de Bogotá D.C. desde el año 2010 bajo el 

RADICADO: 110014003001201000200900, por lo que le tocó a la demandada entrar a 

sortear esa situación y sólo hasta el mes de abril de 2014 pudo llegar a un acuerdo, 

obteniendo un importante descuento con el abogado del caso, el Dr. CARLOS 

VILLARREAL SALAZAR de “JURISPRHO ASOCIADOS LTDA.”, pagando finalmente 

la suma de $ 2.702.800,oo la cual fue consignada en la cuanta de Ahorros de esta compañía 

del Banco AV VILLAS Nº 008420812 el día 3 de abril de 2014, tal como se prueba con el 

recibo de esa consignación que aportamos a la presente, al igual que con Chats enviados a 

la demandada por el abogado Villarreal, sobre el tema del pago. 

 

E. Finalmente, debo advertir que desde que le entregaron la POSESIÓN del inmueble a la 

demandada, esta empezó a pagar las cuotas de administración que se iban causando, mes a 

mes, pues las que adeudaban desde años atrás los Promitentes Vendedores, estaban siendo 

ejecutadas y, para pagarlas, la administración exigía que se hiciera un acuerdo con la 

entidad jurídica encargada de atender el caso judicial, “JURISPRHO ASOCIADOS 

LTDA.”, lo cual hizo mi mandante como se acaba de relatar. 

 

AL 4: ES PARCIALMENTE CIERTO. Me explico: La ENTREGA efectiva de la 

POSESIÓN REAL y MATERIAL del inmueble sí la hicieron los promitentes vendedores, a la 

promitente Compradora, pero el día anterior a la firma del Contrato de Promesa de 
Compraventa, esto es, el 1º de abril de 2012, fecha en la cual le entregaron las llaves y la 

presentaron ante la Administración del inmueble como la nueva propietaria del mismo. Ello se 

hizo, por acuerdo mutuo entre las partes. No obstante, el momento en que la demandada realizó 

la entrega efectiva de los Ocho Millones ($8’000.000) de Pesos, sí fue en la fecha en que se 

suscribió el  Contrato de Promesa de Compraventa. En todo caso, la fuente generatriz de la 
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posesión es una relación jurídica negocial o contractual, o sea, en virtud de un pacto o 

contrato, lo cual significa que la posesión no se adquirió contra la voluntad de ellos, sino con 

su pleno consentimiento. 

 

AL 5: NO ES CIERTO. Los demandantes ocultan la verdad real y la acomodan a su 

conveniencia. En efecto, sucede Sra. Jueza, que el día anterior (14 de junio de 2012) a la fecha 

en que se debía firmar la Escritura Pública de Compraventa que perfeccionaría el Contrato 

de Promesa de Compraventa (día 15 de Junio de 2012), la demandada Angela Patricia Bello 

Montenegro recibió una llamada a su celular, en horas de la mañana, de parte del Demandante 

Carlos Ernesto Carrillo Restrepo, quien le dijo que no habían podido llevar acabo la 

CANCELACIÓN del PATRIMONIO DE FAMILIA porque Ana Milena se encontraba en 

Panamá trabajando y que no había podido viajar, que le pedía un plazo para firmar la Escritura 

de Compraventa. Después, en horas de la tarde, la llamó Doña Milena y le pidió que por favor 

les diera un espacio de tiempo, que ella estaba en Panamá trabajando y que luego llegaría a 

solucionar lo que faltaba para escriturar el inmueble. Entonces, la demandada, para evitar que 

el negocio fracasara, aceptó que se aplazara el otorgamiento de la Escritura solicitándoles que 

se obtuviera muy pronto la CANCELACIÓN del PATRIMONIO DE FAMILIA, quedando 

claro que ya no habría necesidad de ir a la Notaría al día siguiente (15 de Junio de 2012). 

Cuenta la demandada, que a partir de ahí ellos estuvieron en contacto por espacio de más o 

menos 2 meses y le decían que les tuviera paciencia, que Milena no había podido viajar. 

Luego, mi mandante perdió toda comunicación con ellos y no fue posible su ubicación en lo 

sucesivo, en sus contactos no respondían. No obstante ella siguió viviendo en la misma casa 

donde antes vivía, la cual queda a dos casas de donde está ubicada la que fue objeto de 

compraventa, pero nunca ni la llamaron ni la visitaron, a pesar de que sabían dónde la ubicaban 

y además siempre permaneció con el mismo número de celular por muchos años más. 

Cómo bien lo puede constatar su señoría, el inmueble que ocupa nuestra atención no estaba 

SANEADO, por tal motivo los demandantes no podían transferir el dominio del inmueble en la 

fecha convenida, habida cuenta que, además de acusar una HIPOTECA ABIERTA SIN 

LÍMITE DE CUANTÍA a favor del BANCO DAVIVIENDA S.A., según se observa en la 

ANOTACIÓN Nº 4 de la Matrícula Inmobiliaria Nº 50C-1555859, la cual aún permanece 

vigente, tal como se puede verificar en el Certificado que aportamos con este libelo, también 

tenía los gravámenes de CONSTITUCIÓN DE PATRIMONIO DE FAMILIA, EN FAVOR 

DE ELLOS, “DE SUS HIJOS MENORES Y DE LOS QUE LLEGAREN A TENER”  (ver 
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ANOTACIÓN Nº 5) y un EMBARGO EJECUTIVO CON ACCIÓN REAL (ver 

ANOTACIÓN Nº 6) tramitado por el BANCO DAVIVIENDA S.A, en contra de los actores, 

ante el Juzgado 10 Civil Municipal de Bogotá D.C. y, además, una Demanda Ejecutiva por las 

Cuotas de Administración impagadas, en el cual se embargaron los Remanentes en Proceso 

demandado por el BANCO DAVIVIENDA S.A; gravámenes que estaban visibles, en el 

Certificado de Libertad y Tradición, para el momento en que se debía firmar la escritura de 

compraventa y, aún hoy, se observan allí sin ser cancelados en el aludido folio Matrícula 

Inmobiliaria; con lo cual quiero manifestar rotundamente que LOS PROMITENTES 

VENDEDORES-DEMANDANTES fueron quienes INCUMPLIERON EL CONTRATO 

DE PROMESA DE COMPRAVENTA, dado que NO ESTABAN NI DISPUESTOS, NI EN 

CAPACIDAD DE DAR CUMPLIMIENTO A LA OBLIGACIÓN PACTADA EN ÉL: 

FIRMAR la correspondiente ESCRITURA DE COMPRAVENTA el día 15 de junio de 
2012, a las 2:00 pm, ante la Notaría 55 de Bogotá D.C. y luego de algunas semanas no hubo 

más comunicación, se ausentaron e impidieron cualquier información, a pesar de que mi 

prohijada siempre estuvo pendiente y presta a finiquitar lo convenido en el Contrato de 

Promesa que se pretende resolver. 

 

Es más, los Promitentes Vendedores-Demandantes faltaron a la Verdad, respecto de esos 

gravámenes, hasta el punto de que en el Contrato de Promesa de Compraventa, que buscan 

resolver, dejaron falsamente estipulado, en la Cláusula “SEGUNDA”, que el inmueble 

prometido en venta  “se halla libre de hipotecas, censos, anticresis, embargos, pleitos 

pendientes, condiciones resolutorias, Patrimonio de Familia, …” (itálica, negrillas y 

subrayas, intencionales). Y, por demás, nunca le advirtieron de la existencia de los embargos y 

demandas que pesaban sobre el inmueble, ni de la deuda de administración, créditos impagados 

a Davivienda y de servicios públicos domiciliarios, cuyas facturas contenían el cobro de 

electrodomésticos que los demandantes compraban a través de las empresas prestadoras de 

servicios y que tuvo que cancelar la demandada. 

 

Convocamos a los demandantes a que demuestren que estuvieron prestos a cumplir la 

obligación de otorgar la ESCRITURA PÚBLICA DE COMPRAVENTA el día 15 de junio 

de 2012, a las 2:00 pm, ante la Notaría 55 de Bogotá D.C. y que alleguen el Acta de 

Comparecencia y la constancia de que aportaron a la Notaría 55 de Bogotá, con la debida 

antelación, como era su deber, los Paz y Salvos de Predial, Valorización y de 

Administración del inmueble; así como las pruebas de cancelación de la CONSTITUCIÓN 
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DE PATRIMONIO DE FAMILIA, EN FAVOR DE ELLOS, “DE SUS HIJOS MENORES 

Y DE LOS QUE LLEGAREN A TENER”, y la cancelación de los EMBARGOS con base en 

Procesos EJECUTIVOS que pesan sobre el inmueble prometido en venta. 

 

Es obvio que el vendedor debe comparecer en el lugar señalado a la hora y fecha fijada con 

todos los documentos y paz y salvos requeridos y, en caso de que el comprador no comparezca, 

debe solicitar al notario constancia o certificación de su presencia, a fin de probar que se allanó 

a cumplir, y así quedar habilitado para demandar a la otra parte la Resolución del Contrato de 

Promesa de Compraventa por incumplimiento. Si no deja constancia de tal hecho no podrá 

probar que es la parte cumplida, quedando impedido para exigir el cumplimiento del contrato. 

 

Debo señalar que mi representada, empezó a recibir facturas de DAVIVIENDA relacionadas 

con un Crédito atrasado, pues ellos no estaban pagando y, ante tanta incertidumbre, tuvo que 

proceder a pagarlas al BANCO DAVIVIENDA S.A. para evitar que le remataran la casa, con 

el fin de deducirlas del saldo que quedaba pendiente de pago a los demandantes, haciendo 

cruce de cuentas. Ello lo hizo hasta enero del año 2014, y no siguió pagando porque no 

volvieron a enviar dichas facturas (Aporto recibos de pago, que así lo constatan). Igualmente, 

como ya se dijo, debió pagar a la Administración del Conjunto Residencial SABANAGRANDE 

un gran valor por Cuotas vencidas desde antes de la entrega del inmueble y que debieron 

pagar los demandantes. Todo ello es indicativo de que para el día de la Firma de la Escritura 

de Compraventa los actores no tenían el Paz y Salvo para llevar a la Notaría previamente, el 

cual es indispoensable para poder Otorgar Escritua de enajenación del dominio de un 

inmueble… Entonces, la pregunta obligada es ¿Quién incumplió la Obligación? Obvio, los 

promitentes vendedores.  

 

AL 6: NO ES CIERTO. Quienes INCUMPLIERON el Contrato de Promesa de 

Compraventa fueron los DEMANDANTES, tal como se acaba de exponer en la respuesta al 

hecho anterior. 

 

AL 7: NO ES CIERTO, ES COMPLETAMENTE FALSO. Quienes NO CUMPLIERON 

con el Contrato de Promesa de Compraventa fueron los DEMANDANTES, tal como se dijo 

en precedencia. Éstos se ausentaron y mi prohijada no pudo volver a contactarlos, en sus 
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abonados no contestaban. Ellos sabían muy bien dónde y cómo ubicarla, mas sin embargo 

nunca lo hicieron. 

 

Como se viene de exponer, los actores le dejaron a mi representada una serie deudas 

relacionadas con el inmueble que no tenía por qué entrar a cubrir, tales como facturas de 

servicios públicos, el pago de un sinnúmero de Cuotas de Administración, las cuales ya estaban 

demandadas en proceso ejecutivo con embargo del inmueble, por remanentes en Proceso 

Ejecutivo que le seguía DAVIVIENDA, por lo que tuvo ella que entrar a negociar con el 

abogado y pagarlas. Del mismo modo, encontró la amenaza de que el apartamento podría ser 

rematado por el BANCO DAVIVIENDA S.A. en Proceso Ejecutivo, por lo que hubo de 

pagar las cuotas del crédito adeudado con base en las facturas que le empezaron a llegar 

durante un tiempo, hasta que no volvieron a enviarlas. (Aportamos recibos y constancias de 

pago). 

 

AL 8: ES CIERTO. No obstante, acorde con la constancia y lo expuesto en este hecho, 

debemos resaltar que dicha Conciliación no cumple el propósito de agotamiento del requisito 

de procedibilidad, dado que la demanda que nos ocupa, sólo fue radicada el 8 de marzo de 

2022, es decir, 26 meses después de haberse realizado, sin acuerdo por la no comparecencia de 

la demandante Ana Milena Bermúdez Gil, quien, según maniefestó el abogado citante, estaba 

laborando en los EE.UU. de Norte América. 

 

AL 9: PUEDE SER CIERTO PERO ES JURÍDICAMENTE INTRASCENDENTE, dado que a 

la convocada no le asistía las obligaciones demandadas. 

 

Además, según afirman los demandantes, la citación “tenía como fin solicitarle a la señora Angela 

Patricia Bello, se hiciera la restitución del inmueble, que ha estado en su tenencia por más de seis 

años”. Como puede verse, en primer lugar, buscaban era “La Restitución del inmueble” y no “La 

Resolución del Contrato de Promesa de Compraventa”, que es la que están demandando, con lo que 

se puede afirmar que el fin de agotar la conciliación como requisito de procedibilidad, no se 

cumplió; y, en segundo lugar, habla de la “tenencia” del inmueble en cabeza de la demandada, 

cuando en realidad en la Promesa de Compraventa y los mismos demandantes, en el hecho 4 de su 

libelo demandatorio, son claros en establecer y afirmar que a mi asistida se le hizo ENTREGA 

REAL Y MATERIAL del inmueble, desde el 2 de abril de 2012, fecha en que se firmó ante notario 

la Promesa aludida y recibieron, los demandantes, la suma de OCHO MILLONES ($8´000.000) de 
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PESOS M.L., acordada como pago parcial del precio de manera anticipada. Así es que mi 

poderdante ostenta es la calidad, no de tenedora, sino de POSEEDORA REAL Y MATERIAL del 

inmueble objeto de esta contienda judicial, la cual viene ejerciendo de manera continua, pacífica, 

pública e ininterrumpida y sin reconocer dueño ajeno, desde el 2 de abril de 2012 (aunque, como 

se dijo en precedencia, la entrega se surtió un día antes, el 1º de abril de 2012), fecha en la cual 

los anteriores propietarios, hoy demandantes, le hicieron la entrega Real y Material del inmueble en 

cuestión, de manera definitiva y la presentaron ante la Administración del inmueble como la nueva 

propietaria. Es decir, la posesión que viene ejerciendo la demandada ha sido de buena fe, con la 

aquiescencia y complacencia de los demandantes. En tal virtud, ejerciendo de inmediato su 

condición de señora y dueña, el 21 de abril de 2012, la demandada le envía una comunicación 

escrita a la Administradora, en la que le dice textualmente: 

 

“Por medio de la presente me permito informarles que desde el día 02 de abril, soy la nueva 
propietaria de la casa tres (3) del Bloque siete(7).” 
 
“De igual manera informo que hoy se realizará un trasteo para esta vivienda, el cual 
proviene del mismo conjunto y será habitada por tres (3) meses”. 
 

A dicha misiva la demandada le anexó copia del Contrato de la Promesa de Compraventa (Adjunto a 

la presente, la citada comunicación). 

   

Por lo demás, no hubo ningún acuerdo, en el Contrato de Promesa de Compraventa, en el que 

se relacionara la obligación de pagar frutos civiles; menos aún, los que de manera olímpica se 

imaginan, como si se tuviera el deber de premiar a quienes INCUMPLIERON, una y otra vez, 

sus obligaciones. 

 

AL 10: NO ES CIERTO y FALTA A LA VERDAD EL ABOGADO DEMANDANTE, 
QUIEN ESTUVO PRESENTE EN DICHA CITACIÓN. La Conciliación no se pudo llevar 

a efecto, por cuanto no hizo presencia la demandante Ana Milena Bermúdez Gil, siendo parte 

interesada en el Acuerdo. De donde el abogado FREDY ORLEY ARCHILA HEREDIA, el 

mismo que atiende en esta encuesta procesal a los demandantes, adujo que su ausencia se debía 

al hecho de que estaba trabajando en los EE.UU., pero que ella le enviaría poder, el cual nunca 

aportó. Por lo demás, valga decir que quien no mostró ánimo conciliatorio fue el convocante, 

pues no estuvo dispuesto a suscribir, como se le solicitó, la correspondiente Escritura Pública 

de Compraventa que permitiera perfeccionar y dar cumplimiento a todo lo acordado en el 
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Contrato de Promesa. Tanto es así, que no han hecho absolutamente nada por sanear la 

propiedad y están accionando, sin ninguna legitimación, para que se resuelva el Contrato. 

 

 
PRONUNCIAMIENTO FRENTE A LAS 

PRETENSIONES 
 

Frente a las pretensiones  o declaraciones y condenas que los demandantes solicitan en la 

presente demanda, me pronuncio así: 

             

A la “PRIMERA”: Me opongo rotundamente, dado que, como se ha señalado, los 

demandantes fueron quienes incumplieron las obligaciones contraídas en la Promesa de 

Compraventa. Ellos no asistieron a la Notaría 55 de Bogotá D.C. a otorgar la ESCRITURA 

PÚBLICA DE COMPRAVENTA el día 15 de junio de 2012, a las 2:00 pm.  
 

Ciertamente, los vendedores no comparecieron en el lugar señalado a la hora y fecha fijadas, 

no hay constancia o certificación de su presencia, a fin de probar que se allanaron a cumplir. 

Era un imposible jurídico que le pudieran otrogar la Escritura de Compraventa, pues no tenían 

el inmueble a paz y salvo por concepto de impuestos, cuotas de administración, hipoteca, ni 

habían cancelado el Patrimonio de Familia y los Embargos que ostentaba el inmueble, lo que 

nos permite afirmar que no están habilitados para demandar a la Promitente Compradora por 

incumplimiento, siendo ellos los incumplidos. 

 

A la “SEGUNDA”: Me opongo rotundamente, dado que ante EL INCUMPLIMIENTO 

CONTRACTUAL u OBLIGACIONAL en que han incurrido los demandantes, la demandada 

Angela Patricia Bello Montenegro no está obligada a restituir el referido inmueble en virtud 

de la presente demanda, máxime que en favor de ella subsiste el Derecho que surge de la 

PRESCRIPCIÓN EXTINTIVA DE LA ACCIÓN y de los DERECHOS que tiempo atrás 

ostentaron, Carlos Ernesto Carrillo Restrepo y Ana Milena Bermúdez Gil, dando lugar a la 

extinción del dominio en contra de éstos demandantes, por el paso del tiempo (El art. 2535 del 

C. C.). 

 

A la “TERCERA”: Me opongo rotundamente, pues en forma contraria y conforme hago 

alusión en la contestación, quienes deben ser condenados al pago de perjuicios son 

precisamente los demandantes, ante EL INCUMPLIMIENTO CONTRACTUAL u 
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OBLIGACIONAL en que han incurrido. Máxime que los demandantes se negaron a suscribir 

la ESCRITURA PÚBLICA DE COMPAVENTA en la forma y términos convenidos. Por lo 

demás, esta Pretensión es evidentemente TEMERARIA y no aporta la debida sustentación y 

discriminación que corresponde a nivel legal. 

 

Además vale la pena mencionar que se estipularon ARRAS, en la Cláusula OCTAVA del 

Contrato de Promesa de Compraventa, por la suma de “UN (1) MILLÓN DE PESOS 

MONEDA CORRIENTE”. Ello constituye la estimación anticipada de los posibles perjuicios 

frente a un eventual incumplimiento contractual, lo que impiden la reclamación de perjuicios, 

frutos civiles, etc. 

 

A la “CUARTA”: Me opongo rotundamente, dado que los demandantes fueron quienes 

INCUMPLIERON las obligaciones contraídas en el Contrato de Promesa de Compraventa y 

deben ser así declarados por su Despacho y condenados a restituir las ARRAS de manera 

DOBLADA, tal como se convino en el citado Contrato. 

 

En efecto, debo señalar que las ARRAS fueron pactadas en la Cláusula OCTAVA del 

Contrato de Promesa de Compraventa en la suma de “UN (1) MILLÓN DE PESOS 
MONEDA CORRIENTE”. 

 

A la “QUINTA”: Me opongo rotundamente y desde ya solicito se condene ejemplarmente a 

los actores a dichos pagos, teniendo en cuenta su claro INCUMPLIMIENTO, su actitud 

temeraria y de mala fe. 

 

En consecuencia, NOS OPONEMOS abierta y radicalmente a la prosperidad de todas y cada 

una de LAS PRETENSIONES formuladas en la demanda, toda vez que como se ilustró 

anteriormente no hay lugar a ello. Por tanto, consideramos que se deben desatender todas las  

pretensiones relacionadas  en el libelo demandatorio, incluyendo los supuestos frutos civiles 

invocados por los demandantes. Niego el derecho que se invoca para hacer comparecer en 

juicio a mi poderdante y solicito que NO SE ORDENE, como lo pretende la parte 

demandante, RESTITUIR LA POSESION MATERIAL; CONDENANDO condignamente a 

los demandantes, en las costas judiciales del proceso, agencias en Derecho y en los perjuicios 

que se ocasionen con esta acción a la demandada. 
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OBJECIÓN FORMAL A LA ESTIMACIÓN DE LOS FRUTOS CIVILES 

 

Objetamos los PERJUICIOS estimados por la demandante, toda vez que no consultan la realidad 

fáctica-jurídica-probatoria, pues son irreales e infundados.  

 

Ciertamente, se está haciedo mal uso de esta acción, por parte de los actores, ya que 

infundadamente hacen una ESTIMACIÓN DE PERJUICIOS, los cuales reclaman; actos que 

nunca se han causado, no se pactaron y, por demás, no han nacido a la vida jurídica. 

 

Importante es advertir que a la luz del Contrato de Promesa de Compraventa suscrito el 2 de 

Abril de 2012, en la CLÁUSULA OCTAVA, se acordó textualmente, lo siguiente:  

 
“ARRAS: Como arras del negocio. EL PROMITENTE COMPRADOR (Sic) 
entregarán en esta fecha a LOS PROMITENTES VENDEDORES la suma de 1 
MILLONES DE PESOS MONEDA CORRIENTE ($ 1.000.000,oo Mcte.), en dinero 
en efectivo, la cual perderán a favor DE LOS PROMITENTES VENDEDORES o 
ésta se la restituirá dobladas en caso de incumplimiento, o se imputará al precio de la 
venta si ésta se perfecciona por medio de la escritura pública”. 

 

Ello nos está indicando que el cobro de los supuestos FRUTOS CIVILES que tasan los 

demandantes no es procedente, toda vez que al haberse pactado las ARRAS, éstas cumplen con 

el cubrimiento de los mismos que se puedan causar con un eventual incumplimiento del 

Contrato y/o Obligaciones acordadas, puesto que constituye una estimación anticipada, lo que 

deja sin piso la Reclamación  por dicho concepto. 

  

Y sabemos que aún no se han otorgado las referidas escrituras, POR INCUMPLIMIENTO DE 

LOS PROPIOS PROMITENTES VENDEDORES; razón más que suficiente como para 

sostener que la supuesta obligación no ha nacido a la vida jurídica y, por lo mismo, no se ha 

causado ningún perjuicio a los demandantes, por tanto no puede reclamar tales arriendos, ya 

que es un derecho indiscutible que corresponde a La PROMITENTE COMPRADORA, hoy 

poseedora del bien en disputa. 

 

Considero que quienes deben ser condenados en costas y perjuicios son los demandantes, 

puesto que han perjudicado a mi representada con la presente demanda, la no cancelación de 

los gravámenes que pesan sobre el inmueble en cuestión (Ver ANOTACIONES Nº 4, 5 y 6 del 

Folio de Matrícula Inmobiliaria con que se identifica éste) y la negativa a otorgar la 
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correspondiente Escritura Pública de Compraventa, con lo cual se le viene causando serios 

perjuicios. Los demandantes están obrando con temeridad, tanto en sus pretensiones como en 

el ejercicio de  sus derechos procesales y, además su proceder desdice de la lealtad y buena fe 

con que debe actuar la parte y su apoderado, según lo impera el Art. 78 del Estatuto de 

Enjuiciamiento Civil. 

 

La actitud de los demandantes es ajena a la trasparencia y lealtad en el reclamo que en su 

beneficio hacen por el concepto señalado, al fijar el monto solicitado en una suma 

desproporcionada; actuando sin principios de lealtad y buena fe en su reclamo, conducta que se 

debe reflejar en la multa a favor de la demandada, puesto que los reclamos de este orden deben 

ser serios y razonables, acorde a la sensatez, con apego a lo pactado, a la ley y cuantificando 

sumas reales con el debido sustento, máxime que no se dignan explicar con qué criterio 

cuantifican y obtienen la exagerada suma de $83.200.000,oo que reclaman. 

Es evidente el obrar temerario, negligente y directo en la estimación de los perjuicios por parte 

de los demandantes, en los términos del artículo 206 del Código General del Proceso y la 

Sentencia de la Corte Constitucional C-157-279 de 2013, por lo cual pedimos se apliquen las 

sanciones de rigor.   

 

 EXCEPCIONES de MERITO 

 

Además de las que surjan en virtud del debate jurídico-probatorio dentro de este proceso, me 
permito proponer, sustentar y  probar, en favor de mi mandante, como elementos judiciales de 
su defensa, las siguientes excepciones de fondo: 
 

 

I. FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA por ACTIVA y 
CONTRATO NO CUMPLIDO. 

 

Consideramos que no es procedente la Resolución del Contrato de Promesa de Compraventa a 

favor de Carlos Ernesto Carrillo Restrepo y Ana Milena Bermúdez Gil, puesto que éstos se 

encuentran en situación de incumplimiento de sus obligaciones  como Promitentes Vendedores. 

En tal sentido no son titulares de la acción resolutoria que invocan, no se encuentran 

legitimados en la causa, ya que no cumplieron ni se allanaron a cumplir sus compromisos u 

obligaciones contraidas. Y es mandato legal que sólo a la parte cumplida o allanada a cumplir, 

le asiste legitimación para solicitar la resolución o cumplimiento contractual. Así lo establece 
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la condición resolutoria de los contratos. 

  

En efecto, de acuerdo con el artículo 1546 del Código Civil, en todo contrato va envuelta la 
condición resolutoria tácita, que resulta de la acción que tiene los contratantes de resolver 
el contrato celebrado o pedir su ejecución en ambos casos con indemnización de 
perjuicios. Pero, para que la pretensión prospere se requiere que quien la alega haya 
cumplido o se haya allanado a cumplir con las obligaciones que generó el contrato 
celebrado y el otro contratante no haya cumplido su parte. 

 
 
Ciertamente, los demandantes fueron quienes INCUMPLIERON EL CONTRATO al negarse a 
suscribir la escritura de compraventa con apego a las condiciones pactadas y obligaciones 
adquiridas a la luz del Contrato de Promesa de Compraventa suscrito el 2 de abril de 2012. La 
razón fundamental para no estar legitimados en esta causa, es que ellos no asistieron a la 
Notaría, en la fecha y hora establecidas, para otorgar la correspondiente Escritura Pública de 
Compraventa; además, no tenían el inmueble, objeto de venta, a PAZ y SALVO de Predial, 
Valorización y de Cuotas de Administración (adeudaban un sinnúmero de facturas, de 
cuotas de administración, que mi mandante se vió obligada a pagar. En efecto, por el no pago 
de las cuotas de Administración, para esa fecha existía una Demanda Ejecutiva con Embargo 
de los Remanentes en otro proceso de Ejecución en el que DAVIVIENDA había accionado en 
contra de los demandantes y tenía embargado el inmueble por ese concepto, cuyo pago le tocó 
asumirlo la Demandada, ante la administración y su abogado); tampoco, como bien lo puede 
su señoría verificar en el Folio de Matrícula Inmobiliaria Nº 50C-1555859 (aportado por los 
actores a la encuesta procesal, al igual que lo hacemos nosotros, adjuntándolo actualizado a 
este libelo de respuesta) habían cancelado la HIPOTECA ABIERTA SIN LÍMITE DE 
CUANTÍA a favor del BANCO DAVIVIENDA S.A; ni el gravamen de CONSTITUCIÓN 
DE PATRIMONIO DE FAMILIA, EN FAVOR DE ELLOS, “DE SUS HIJOS MENORES 
Y DE LOS QUE LLEGAREN A TENER”, y, menos, la cancelación del EMBARGO 
EJECUTIVO CON ACCIÓN REAL que pesaba, y aún pesan, sobre el aludido inmueble 
(Ver ANOTACIONES Nº 4, 5 y 6 del citado Folio de Matrícula Inmobiliaria). 
 

Brilla por su ausencia la prueba de Comparecencia ante la notaría, a la hora y fecha fijada, 

con el interés de firmar el instrumento escriturario, puesto que no se presentaron ante el notario 

con los documentos idóneos que permitan suponer dicha voluntad. No hay constancia de que 

radicaron ante la Notaría 55 de Bogotá D.C., con la debida antelación, los documentos 

necesarios para la protocolización de la Escritura de Compraventa pertinente, a efectos de que 

se pudieran someter a la preparación, escrutinio y revisión de la procedencia de los mismos.  

 

En verdad, los PROMITENTES VENDEDORES no pueden acreditar que tenían el inmueble a 

Paz y Salvo y debidamente saneado, sin ningún gravamen o limitación al dominio, no 

cumplieron ni se allanaron a cumplir su compromiso adquirido, por lo que no asistieron a la 
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Notaría, lo que permite establecer la FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA para 

solcitar el aniquilamiento de la Promesa de Compraventa. En tal virtud, no están habilitados 

para demandar a la Promitente Compradora aduciendo incumplimiento, siendo ellos los 

incumplidos. Obsérvese que con base en dicha desidia, al no presentar los paz y salvos y no 

tener saneada la propiedad, están configurando no sólo la excepción aludida, sino también la de 

CONTRATO NO CUMPLIDO. 

 

Como corolario de lo anterior bien se puede decir que el contrato de compraventa no se llevó 

a cabo por cuanto los promitentes Vendedores INCUMPLIERON LO PACTADO por causas 

atribuibles sólo a ellos, no puede ser procedente acceder a la PRETENSIÓN de que se Declare 

la Resolución de la Promesa de Compraventa y que se ordene a mi mandante restituir el bien 

inmueble objeto de la promesa de compraventa en su favor. Igual suerte, y por el mismo 

motivo, corren las demás PRETENSIONES, entre ellas, la referida a la PÉRDIDA DEL 

DINERO ENTREGADO A TÍTULO DE ARRAS y la CONDENA al pago de FRUTOS 

CIVILES. 

 

Esta excepción de mérito tiene asidero real en los hechos, en las pruebas que se someten a su 

consideración. Por eso solicitamos respetuosamente a su Despacho se digne declarar su 

procedencia. 

 

II. INEXISTENCIA DEL DERECHO PARA HACER COMPARECER 
EN JUICIO A MI PODERDANTE. 

 

 

Nos oponemos a las pretensiones de la demanda, toda vez que no le asiste el derecho a los 

demandantes para hacer comparecer en juicio a la demandada ANGELA PATRICIA 

BELLO MONTENEGRO, habida cuenta que no existe causa que los habilite. Ello es así, 

en la medida en que los accionantes no tienen a su favor los elementos constitutivos para 

impetrar la ACCIÓN RESOLUTORIA, lo cual es fácil comprobar con base en el caudal 

probatorio que se presenta a consideración y que evidencia la carencia del derecho 

demandado. 

 

En tal virtud, la aludida excepción de mérito debe prosperar y solicitamos al Despacho 
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Juzgador declararla probada por ser procedente. 

 

III. FALTA DE VALOR PROBATORIO DEL AVALÚO 
DE LOS FRUTOS CIVILES 

 

Se sabe que los reclamos de los FRUTOS CIVILES deben ser serios y razonables, acorde a la 

sensatez, con apego a lo pactado, a la ley y cuantificados con el debido sustento. 

 

Bien se puede observar que los demandantes no se dignaron explicar con qué criterio o con 

base en qué elementos estimaron, cuantificaron y obtuvieron la exagerada y desproporcionada 

suma de $83.200.000,oo que reclaman. No se verifica su debida discriminación; no se 

manifiesta si se excluyeron las cuotas de adminsitración, el pago de impuestos, el 

mantenimiento del inmueble; no se dijo si dedujeron el costo en producir esa renta; no 

expusieron los valores del canon mes a mes o de año en año, ni hicieron una confrontación del 

por qué de esa estimación, etc. 

En tal virtud solicito a su Despacho desestimar dicha Pretensión. 

 
IV. ACCIÓN DE PERTENENCIA. 

 

Esta  excepción, acción de pertenencia, es procedente en la medida en que ya se extinguieron 

las acciones o derechos personales de los titulares del dominio, quienes se abstuvieron de 

ejecerlos dentro del tiempo determinado por la ley frente a la poseedora material del 

inmueble. En tal sentido, se han consolidado dos excepciones: la prescripción adquisitiva del 

derecho de dominio en la demandada y, por consiguiente, la prescripción extintiva del mismo 

derecho en los demandantes. VEAMOS: 

 

A.  PRESCRIPCIÓN EXTINTIVA DE DOMINIO DE LOS ACTORES. 
 

Fundo la presente excepción de mérito en el hecho de que mi prohijada ANGELA PATRICIA 

BELLO MONTENEGRO ostenta la posesión real y material, sobre el inmueble objeto de 

demanda, desde el día 2 de abril del año 2012, de manera directa, pública, pacífica e 

ininterrumpida y sin reconocer dueño ajeno; esto es, tiene la posesión desde hace más de 

ONCE (11) AÑOS, además porque ha ejecutado actos de dominio exteriorizando esa 
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situación mediante el ejercicio, entre otras, de actividades relativas a la conservación, 

mejoramiento, y explotación económica, e involucra el pago de impuestos, de Administración, 

de servicios públicos, de cuotas del Crédito que los demandantes tenían ante el Banco 

DAVIVIENDA S.A. Todo ello sin reconocer derecho ajeno. 

 

Y, por lo demás, sabemos que el inmueble objeto de la actual demanda de Resolución de 

Contrato de Promesa de Compraventa se contrae a una VIVIENDA DE INTERES SOCIAL 

(de donde La Sociedad “CONSTRUCTORA BOLÍVAR S.A.”  fue la encargada de 

adelantar el proyecto de coinstrucción inmobiliario de Vivienda de Interés Social frente al 

Fideicomiso Parque Residencial SABANALARGA, tal como se lee en la Escritura de 

adquisición, Nº 12.527 de Noviembre 14 de 2002 Notaría 29 de Bogotá, del inmueble 

objeto de Promesa), cuyo dominio se extingue por la posesión de al menos CINCO (5) 
AÑOS (prescripción extraordinaria), cuando no es de tres (3) años (prescripción ordinaria). 

 

La ubicación, el Estrato 2 al que pertenece, el valor catastral y comercial y las características 

propias del inmueble aludido, permiten enmarcarlo dentro de las VIVIENDAS DE INTERES 

SOCIAL, lo cual es comprobable a través de los documentos que se presentan con este libelo, 

entre otros, el AVALÚO COMERCIAL que da cuenta que el inmueble no supera los 150 
SMLMV al momento de la adquisición por PRESCRIPCIÓN, dado que para abril de 2017 

(fecha en que cumplió 5 años de posesión) ascendía a un valor de NOVENTA Y DOS 

MILLONES NOVECIENTOS OCHENTA Y NUEVE MIL CUATROCIENTOS 

TREINTA PESOS CON 94 Cvs. ($92’989.430,94) y, por demás, para ésta fecha, abril de 

2023, su valor comercial asciende a la suma de CIENTO VEININUEVE MILLONES 

SETECIENTOS SEIS MIL DOSCIENTOS CUARENTA Y SEIS PESOS CON 18 Cvs. 
($129’706.246,18). No obstante, si alguna razonable duda surgiere, se podrá establecer a 

través de la solicitud de certificación que su Despacho se dignará enviar a CATASTRO 

MUNICIPAL en la que se dirá si dicho inmueble corresponde o no a VIVIENDA DE 

INTERES SOCIAL. 

 

Dice “La ley 9ª de 1989, Artículo  51º.- A partir del primero (1) de enero de 1990, 
redúzcase a cinco (5) años el tiempo necesario a la prescripción adquisitiva 
extraordinaria de las viviendas de interés social. 

“A partir del primero (1) de enero de 1990, redúzcase a tres (3) años el tiempo 
necesario a la prescripción adquisitiva ordinaria de las viviendas de interés social. 
Valdrá la posesión acumulada a la fecha establecida en los incisos anteriores”. 
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Esta Ley 9ª, en cuanto a su procedimiento, fue modificada por el Art. 94 de la Ley 388 de 

1997, así: 

 

“Artículo 94º.- Modificación de los procedimientos de prescripción ordinaria y extraordinaria 
del dominio. Se introducen las siguientes modificaciones a los procedimientos de prescripción 
ordinaria y extraordinaria de dominio, regulados por la Ley 9ª de 1989 y el Código de 
Procedimiento Civil: 

“1. Los procesos de pertenencia de soluciones de vivienda de interés social, que se 
ajusten a lo previsto en el artículo 51 de la Ley 9 de 1989, se tramitarán y decidirán en 
proceso abreviado, de conformidad con lo establecido en el Código de Procedimiento 
Civil, en la Ley 9 de 1989 y en las disposiciones adicionales contenidas en la presente 
Ley. 

(…) 

“3. El juez que tenga a su cargo los procesos de prescripción ordinaria o 
extraordinaria de dominio, solicitará el avalúo de los inmuebles objeto del proceso 
para la definición del carácter de interés social, el cual debe ser rendido en un término 
no superior a 15 días hábiles. 

“4. El juez de conocimiento podrá abstenerse de la práctica de la inspección judicial a 
que se refiere el numeral 10 del artículo 407 del Código de Procedimiento Civil 
(numeral 9 del artículo 375 del Código General del Proceso), y en su lugar dar 
aplicación a lo dispuesto por el inciso final del artículo 244 del mismo Código (Art. 236 
del C.G.P.)”. 

 

De conformidad con el artículo 2512 del Código Civil, la prescripción es un modo de extinguir 

las acciones o derechos ajenos, por haberse poseído las cosas y no haberse ejercido dichas 

acciones y derechos durante cierto lapso de tiempo, y concurriendo los demás requisitos 

legales. 

 

Establece el precepto 2535 del Código Civil que «la prescripción que extingue las acciones y 

derechos ajenos exige solamente cierto lapso de tiempo durante el cual no se hayan ejercido 

dichas acciones». Para el caso que nos ocupa, se tiene que mi poderdante ha permanecido en 

posesión del inmueble aludido desde el 2 de abril de 2012, esto es, por espacio de más de 11 

años y 2 meses, tiempo suficiente para adquirir el derecho de dominio del inmueble por 

prescripción extintiva DEL DOMINIO DE LOS ACTORES, aún tratándose del ejercicio de 

una POSESIÓN IRREGULAR, las acciones o derechos de los demandantes ya se han 

extinguido a favor de mi mandante por haber poseído el bien durante ese tiempo, sin que ellos 

hayan ejercido dichas acciones y derechos. En tal sentido, tratándose de VIVIENDA DE 

INTERÉS SOCIAL, como es el caso que nos ocupa, la ley sólo exige que haya pasado 5 
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años sin que los actores hayan ejercido sus acciones o derechos de dominio sobre el mismo 

inmueble objeto de demanda. Es más, si se desestima el carácter de VIVIENDA DE 

INTERÉS SOCIAL que ostenta el inmueble, mi mandante, aún así, continúa con el pleno 

derecho de obtener el dominio del inmueble por prescripción extintiva DEL DOMINIO DE 

LOS ACCIONANTES, dado que para ello sólo requiere la posesión por un término superior a 

10 años (Prescripción Extintiva Extraordinaria). 

 

Si bien es cierto, con la presentación de la demanda se puede interrumpir la prescripción 

extintiva, se tiene que cuando los actores la presentaron, ya habían transcurrido casi 10 años (a 

marzo 8 de 2022) y, por tanto, el fenómeno de la prescripción extintiva ya había surtido el 

efecto en la acción o derecho que pretendieron ejercer, por lo que no se pudo interrumpir. Es 

más,  ni siquiera el auto admisorio correspondiente se notificó dentro del plazo legal al 

demandado, puesto que el enteramiento no se produjo dentro del término de un año, contado a 

partir de la fecha de notificación de dicha providencia a la parte demandante (Marzo 23 de 

2022), por lo que la interrupción no surtió efectos retroactivos, es decir, no operó desde la 

radicación de la demanda. En este caso, esos efectos sólo se producirían «con la notificación al 

demandado», según lo ordena el Art 94 del C. G. del P. y, para éste momento en que se produjo 

la notificación a la demandada (Junio 20 de 2023), ya habían pasado más de once (11) años 

(desde el 2 abril de 2012), es decir, ya había prescrito. En verdad, ya había hecho carrera el 

fenómeno de la prescripción tanto Ordinaria (5 años) como la Extraordinaria (10 años) y, tanto, 

la que opera sobre un inmueble de Vivienda de Interés Social (3 o 5 años, según sea Ordinaria 

o Extraordinaria, la Posesión), como la que opera sobre cualquier otro inmueble que no tenga 

esa clasificación, pues sólo se requiere de 10 años de posesión. 

 

Itero nuevamente honorable jueza, que si alguna razonable duda quedare frente a la condición 

que ostenta el inmueble de ser VIVIENDA DE INTERES SOCIAL, la referida excepción 

también opera a favor de mi mandante por ser POSEEDORA MATERIAL de éste, por un 

término superior a 10 años (prescripción extintiva extraordinaria) siempre en forma directa, 

ininterrumpida, pacífica y pública, sin reconocer dueño ajeno. 

 

Ciertamente esta excepción es legalmente procedente a la luz del Art. 2º de la Ley 791 de 2002 

que adicionó el Art. 2513 del C.C., la cual, por demás, redujo los términos de prescripción 

ordinaria a cinco (5) años para bienes raíces, en tanto que los de prescripción extraordinaria los 
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redujo a diez (10) años, los cuales se deben contabilizar atendiendo y haciendo una aplicación 

armónica con el Art. 94 del C. G. del P.  

 

Es evidente que en el caso que nos ocupa ha operado el fenómeno de LA PRESCRIPCION DE 

LA ACCION RESOLUTIVA, por lo que se debe descartar las pretensiones formuladas por la 

demandante, esto es, las que pretende obtener mediante el PROCESO DE RESOLUCIÓN DEL 

CONTRATO DE PROMESA DE COMPRAVENTA, habida cuenta que es un hecho 

irrefutable que la ACCIÓN JUDICIAL emprendida por ésta se ha EXTINGUIDO en virtud 

del fenómeno de la PRESCRIPCIÓN, toda vez que ha transcurrido un término, después de 

que los demandantes le hicieran la entrega voluntaria de la Posesión Real y Material del 

Inmueble a la demandada, superior a ONCE (11) AÑOS. En tal virtud, solicito se declare la 

procedencia de la excepción. 

 
 
B. «PRESCRIPCIÓN ADQUISITIVA DEL DERECHO DE DOMINIO». 
 

Consideramos que las súplicas de los demandantes no pueden prosperar, porque carecen de ese 

derecho, toda vez que la «posesión» ejercida por la demandada, en virtud del tiempo, ha hecho 

que se consolide en su favor la prescripción adquisitiva del derecho de dominio, la cual nos 

permitimos alegar por vía de excepción (Parágrafo 1° del Artículo 375 C.G. del P.). 
 

La demandada ostenta los requisitos necesarios y suficientes para adquirir el DERECHO de 

DOMINIO del inmueble en disputa, por cualquiera de las siguientes dos vías: 

 

1)  Por la vía de la PRESCRIPCIÓN EXTRAORDINARIA (Especial) ADQUISITIVA DE 
DOMINIO conforme a la regulación establecida en  la Ley 9ª de 1989, cuyo Artículo  51 

redujo a cinco (5) años el tiempo para esta prescripción, respecto de la VIVIENDA DE 

INTERES SOCIAL. 

  

Téngase en cuenta que el inmueble objeto de la actual resolución de contrato se contrae a 

una VIVIENDA DE INTERES SOCIAL, cuyo dominio se adquiere por la posesión de al 

menos CINCO (5) AÑOS (prescripción extraordinaria). 

 

La demandada tiene el tiempo necesario para pedir a su favor la usucapión del inmueble por 

haberlo poseído con ánimo de señor y dueño desde abril 2 de 2012, fecha en que los 
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denmandantes le hicieron la entrega real y material por acuerdo mutuo. Ha transcurrido más 

de cinco años que exige la ley 9ª de 1989 para adquirirlo por la prescripción extraordinaria 

(especial).  

 

Ciertamente, esta excepción de mérito tiene su fundamento en el hecho de que mi prohijada 

ANGELA PATRICIA BELLO MONTENEGRO ostenta la posesión real y material, la 

cual viene ejerciendo sobre el inmueble que nos ocupa, de buena fe, sin violencia, de 

manera directa, pública, pacífica, continua e ininterrumpida y sin reconocer dueño ajeno; 

posesión obtenida de parte de los titulares-demandantes, a partir de la suscripción de un 

Contrato de PROMESA DE COMPRAVENTA el día 2 de abril de 2012; es decir, tiene la 

posesión desde hace más de ONCE (11) AÑOS, además porque ha ejecutado actos de 

dominio exteriorizando esa situación mediante el ejercicio, entre otras, de actividades 

relativas a la conservación, mejoramiento (entre ellas, el mesón de la cocina, lavaplatos, 

reforma de baños, etc.) y explotación económica (arrendándolo a terceras personas), e 

involucra el pago de impuestos (los cuales canceló por mucho tiempo, hasta que la 

admnistración municipal dejó de enviar la factura y no le permitieron seguirlos pagando 

sin ella, por más que se solicitó en la administración pública); además, cuando recibió la 

posesión existía una deuda por Cuotas de Administración, las cuales estaban siendo objeto 

de un proceso ejecutivo con embargo de remanentes sobre el inmueble y le tocó asumir 

esos pagos y concertar con el abogado del caso para dar por terminado el proceso; se puso 

al día en el pago de servicios públicos atrasados; igualmente, después de haber recibido en 

posesión el inmueble empezaron a llegar facturas del “Banco Davivienda”, relacionadas con 

un crédito que los demandantes tenían de tiempo atrás, las cuales mi mandante hubo de 

pagar para impedir que se la afectación con un posible remate sobre el inmueble; en 

general, asumió distintos pagos de obligaciones relacionadas con el inmueble; una vez 

asumió la posesión, procedió a arrendárselo a la Sra. GRACIELA GÓMEZ DE HURTADO 

quien lo ha venido ocupando hasta la fecha, inicialmente con un Contrato Verbal el 13 de 

marzo de 2014 y, desde el 14 de marzo de 2014,  con base en un contrato de arrendamiento 

escrito, actuando ella como arrendadora; etc. (Aportamos como prueba el Contrato de 

Arrendamiento). 

 

Existe prueba documental, en virtud de la cual, la demandada, inmediatamente recibió de parte 

de los demandantes la Posesión Real y Material sobre el inmueble, empezó a ejercer su 
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condición de señora y dueña. Fue así como el 21 de abril de 2012, la accionada le envía una 

comunicación escrita a la Administradora, en la que le dice textualmente: 

 

“Por medio de la presente me permito informarles que desde el día 02 de abril, soy la nueva 
propietaria de la casa tres (3) del Bloque siete(7).” 
 
“De igual manera informo que hoy se realizará un trasteo para esta vivienda, el cual 
proviene del mismo conjunto y será habitada por tres (3) meses”. 
 

A dicha misiva la demandada le anexó copia del Contrato de la Promesa de Compraventa 

(Adjunto a la presente, la referida comunicación). 

 

Como se puede verificar, la posesión ostentada por la demandada sobre el inmueble tiene 

origen contractual, la cual viene ejerciendo con ánimo de señor y dueño del mismo, sin que 

reconozca dominio ajeno. Máxime que la demandada no detenta la posesión del bien en 

contra de la voluntad de los demandantes, sino con su pleno consentimiento. 

 

Iteramos que la ubicación (Estrato 2), el precio (no supera los 150 SMLMV, fijados por el 

Ministerio de Vivienda aplicable a ciudades como Bogotá con más de un millon de 

habitantes. Asi se estableció con base en AVALÚO COMERCIAL que aportamos con 

este libelo) y las características propias del inmueble aludido permiten enmarcarlo dentro de 

las VIVIENDAS DE INTERES SOCIAL, tal como fue adquirida por los demandantes, 

según se aprecia en la Escritura de Compraventa Nº 12.527 del 14 de noviembre de 

2002 otorgada en la Notaría 29 de Bogotá y en la ANOTACIÓN Nº 3 visible en el Folio 

de Matrícula Inmobiliaroa Nº 50C-1555859, documentos que anexamos como soporte 

probatorio con este libelo de respuesta y oposición a la demanda, los cuales también 

anexaron los demandantes. Además, es comprobable a través de otros documentos que nos 

permitimos anexar (Información Catastral con vigencia de los años 2017 y 2022, y otros) 

y, si alguna duda surgiere, se podrá establecer, a través de la solicitud de certificación que 

su Despacho se dignará enviar a CATASTRO DISTRITAL en la que se dirá si dicho 

inmueble corresponde o no a VIVIENDA DE INTERES SOCIAL. 

 

Lo anterior tiene soporte jurídico en la ley 9ª de 1989: 

“Artículo  51º.- A partir del primero (1) de enero de 1990, redúzcase a cinco (5) años el 
tiempo necesario a la prescripción adquisitiva extraordinaria de las viviendas de interés 
social”. 
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Esta Ley 9ª, en cuanto a su procedimiento, fue modificada por el Art. 94 de la Ley 388 de 
1997, así: 
 

“Artículo 94º.- Modificación de los procedimientos de prescripción ordinaria y 
extraordinaria del dominio. Se introducen las siguientes modificaciones a los 
procedimientos de prescripción ordinaria y extraordinaria de dominio, regulados por la 
Ley 9 de 1989 y el Código de Procedimiento Civil: 
 
“1. Los procesos de pertenencia de soluciones de vivienda de interés social, que se 

ajusten a lo previsto en el artículo 51 de la Ley 9 de 1989, se tramitarán y 
decidirán en proceso abreviado, de conformidad con lo establecido en el Código 
de Procedimiento Civil, en la Ley 9 de 1989 y en las disposiciones adicionales 
contenidas en la presente Ley. 
(…) 

“3.  El juez que tenga a su cargo los procesos de prescripción ordinaria o 
extraordinaria de dominio, solicitará el avalúo de los inmuebles objeto del 
proceso para la definición del carácter de interés social, el cual debe ser 
rendido en un término no superior a 15 días hábiles. 

“4.  El juez de conocimiento podrá abstenerse de la práctica de la inspección 
judicial a que se refiere el numeral 10 del artículo 407 del Código de 
Procedimiento Civil (numeral 9 del artículo 375 del Código General del 
Proceso), y en su lugar dar aplicación a lo dispuesto por el inciso final del 
artículo 244 del mismo Código (Art. 236 del C.G.P.)”. (adicioné información 
entre paréntesis).  

 

2) Por la vía de la PRESCRIPCIÓN ADQUISITIVA EXTRAORDINARIA común, 
regida por el Código Civil, que consagra el Art. 2º de la Ley 791 de 2002 que adicionó 
el Art. 2513 del C.C., la cual redujo los términos, frente a esta prescripción 
extraordinaria para bienes raíces, a diez (10) años. 

 

Ciertamente, si no se llegare a establecer que el inmueble que se disputa tiene la condición 

de VIVIENDA DE INTERES SOCIAL; debe tenerse en cuenta, entonces, que esta 

excepción también opera a favor de mi mandante en la medida en que es POSEEDORA 

MATERIAL del citado inmueble, por un término superior a 10 años (prescripción 

adquisitiva extraordinaria) siempre en forma directa, ininterrumpida, pacífica y pública, sin 

reconocer dueño ajeno. 

 

Igual a lo que se argumentó en la anterior excepción (PRESCRIPCIÓN ADQUISITIVA 

EXTRAORDINARIA conforme a la regulación establecida en  la Ley 9ª de 1989), ésta 

se fundamenta en el hecho de que mi prohijada ANGELA PATRICIA BELLO 

MONTENEGRO ostenta la posesión real y material, la cual viene ejerciendo sobre el 
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inmueble que nos ocupa, de buena fe, sin violencia, de manera directa, pública, pacífica, 

continua e ininterrumpida y sin reconocer dueño ajeno; posesión recibida de parte de los 

titulares-demandantes, a partir de la suscripción de un Contrato de PROMESA DE 

COMPRAVENTA el día 2 de abril de 2012; es decir, tiene la posesión desde hace más de 

ONCE (11) AÑOS. 

 

En atención a esa posesión, la demandada ha ejecutado diferentes y permanentes actos de 

poderío efectivo sobre el mismo. Podemos mencionar, entre otros actos de dominio: 

 

Que ha exteriorizado actividades relativas a la conservación, mejoramiento (entre ellas, el 

mesón de la cocina, lavaplatos, reforma de baños, etc.) y explotación económica (arrendándolo 

a terceras personas); además, cuando recibió la posesión existía una deuda por Cuotas de 

Administración, la cual venía siendo ejecutada ante el Juzgado 3º Civil Municipal de Bogotá 

D.C. desde el año 2010 bajo el RADICADO: 110014003001201000200900, por lo que le tocó 

a la demandada entrar a sortear esa situación y sólo hasta el mes de abril de 2014 pudo llegar a 

un acuerdo, obteniendo un importante descuento con el abogado del caso, el Dr. CARLOS 

VILLARREAL SALAZAR de “JURISPRHO ASOCIADOS LTDA.”, pagando finalmente la 

suma de $2.702.800,oo la cual fue consignada en la cuanta de Ahorros de esta compañía del 

Banco AV VILLAS Nº 008420812 el día 3 de abril de 2014, tal como se prueba con el recibo 

de esa consignación que aportamos a la presente, al igual que con Chats de WhatsApp enviados 

a la demandada por el abogado Villarreal, sobre el tema del pago. 

 

También asumió el pago de servicios públicos atrasados; igualmente, después de haber 

recibido en posesión el inmueble empezaron a llegar facturas del “Banco Davivienda”, 

relacionadas con cuotas de un crédito que los demandantes tenían de tiempo atrás, y que no 

estaban pagando; por tal motivo, ante tanta incertidumbre, tuvo que proceder a pagarlas al 

BANCO DAVIVIENDA S.A. para evitar que le afectaran la casa con un eventual remate, con 

el fin de deducirlas del saldo pendiente de pago a los demandantes, haciendo cruce de cuentas. 

El aludido pago al Banco DAVIVIENDA S.A. lo hizo hasta enero del año 2014, pues no 

volvieron a enviar dichas facturas. (Aporto los recibos de pago, que así lo constatan). 

 

En general, mi mandante en su condición de poseedora asumió distintos pagos de obligaciones 

relacionadas con el inmueble y desde el momento en que recibió de parte de los actores la 

Posesión Real y Material, la ha venido ejerciendo. Uno de sus actos, ha sido la entrega en 
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arrendamiento, siendo ella la arrendadora; etc. (Aportamos pruebas de ello). 

 

Téngase en cuenta que el 21 de abril de 2012, la accionada le envía una comunicación escrita a 

la Administradora del Inmueble, en la que le dice textualmente: 

 

“Por medio de la presente me permito informarles que desde el día 02 de abril, soy la nueva 
propietaria de la casa tres (3) del Bloque siete(7).” 
 
“De igual manera informo que hoy se realizará un trasteo para esta vivienda, el cual 
proviene del mismo conjunto y será habitada por tres (3) meses”. 
 

A dicha misiva la demandada le anexó copia del Contrato de la Promesa de Compraventa 

(Adjunto a la presente, la referida comunicación). 

 

En verdad, bien podemos manifestar que la demandada reune los requisitos exigidos por la ley 

para obtener el dominio sobre el referido inmueble por prescripción, por el procedimiento de la 

Ley Ordinaria, pues su POSESIÓN, completa un período superior a los diez (10) años, durante 

el cual la ha ejercido de manera activa sin violencia ni clandestinidad, continua, ininterrumpida 

y con ánimo de señor y dueño.  

 

Ella ha permanecido en posesión del inmueble aludido desde el 2 de abril de 2012, esto es, 

por espacio de más de 11 años y 2 meses, tiempo suficiente para adquirir el derecho de 

dominio del inmueble por prescripción ADQUISITIVA EXTRAORDINARIA. Aún 

tratándose del ejercicio de una POSESIÓN IRREGULAR, las acciones o derechos de los 

demandantes ya se han extinguido a favor de mi mandante por haber poseído el bien durante 

ese tiempo, sin que ellos hayan ejercido dichas acciones y derechos, dado que para ello sólo 

requiere la posesión por un término superior a 10 años (Prescripción Adquisitiva 

Extraordinaria). 

 

Si bien es cierto, con la presentación de la demanda se puede interrumpir la prescripción 

adquisitiva, se tiene que en este caso no se pudo interrumpir, por cuanto el auto admisorio 

correspondiente no se notificó dentro del plazo legal al demandado, o sea, el enteramiento 

no se produjo dentro del término de un año, contado a partir de la fecha de notificación de 

dicha providencia a la parte demandante (Marzo 23 de 2022), por lo que la interrupción no 

surtió efectos retroactivos, es decir, no operó desde la radicación de la demanda (Marzo 8 de 

2022). En este caso, esos efectos sólo se producirían «con la notificación al demandado», 
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según lo ordena el Art 94 del C. G. del P. y, para éste momento en que se produjo la 

notificación a la demandada (Junio 20 de 2023), ya habían pasado más de once (11) años 

(desde el 2 abril de 2012), es decir, ya había prescrito. En verdad, ya había hecho carrera el 

fenómeno de la prescripción Extraordinaria (10 años). 

 

Es claro entonces que si damos una simple mirada a la fecha de notificación a los demandantes 

del auto que ADMITIÓ LA DEMANDA (Marzo 23 de 2022), y la confrontamos con la fecha 

en que se le notificó este mismo AUTO a la demandada (Junio 20 de 2023), podemos concluir 

que ha transcurrido 1 año y 3 meses, por lo que la figura de LA PRESCRIPCIÓN es una 

realidad que no puede desconocerse, sin que tenga efecto alguno la interrupción de la 

prescripción, con base en la presentación de la demanda, por no haberse notificado dentro del 

año siguiente a la notificación del mandamiento de pago o dentro del término de los Diez (10) 

años (en el caso de una POSESIÓN IRREGULAR ejercida por la demandada, aspirando a la 

Prescripción EXTRAORDINARIA, sobre un inmueble que no tiene el rango de VIVIENDA DE 

INTERÉS SOCIAL, pues se da por superado cualquier debate respecto a la Prescripción 

ORDINARIA por POSESIÓN REGULAR, dado que es de 5 años) CONTADOS A PARTIR 

DEL MOMENTO EN QUE LA DEMANDADA EMPEZÓ A EJERCER LA POSESIÓN 

REAL Y MATERIAL SOBRE EL INMUEBLE en disputa, tal como se deduce del Art. 94 del 

C. G. del P. cuando manifiesta que: “pasado ese término, los mencionados efectos sólo se 

producirán con la notificación al demandado”. Efectivamente, se debe reconocer que la 

interposición de la demanda no interrumpió la prescripción de la acción resolutoria. 

 

 

Con base en el Art. 94 C. G. del P. podemos decir que el ejercicio del Derecho de la acción 

para resolver el contrato se ha tornado legalmente ineficaz, por cuanto que no surtió efecto la 

pretendida interrupción a la luz de este artículo, habida cuenta que la notificación del auto 

admisorio de la demanda se llevó a cabo por fuera de los términos contemplados en ésta norma 

para que tuviera operancia dicha interrupción. Nótese que la notificación no sólo se hizo un año 

después de la notificación del referido auto al demandante, sino que se hizo luego de que había 

alcanzado a prescribir la acción, en el hipotético evento de que a los demandados les asistiera 

algún derecho de Resolver el Contrato de Promesa de Compraventa sobre el inmueble en 

cuestión, pues han transcurrido más de diez (10) años, término que exige el Art.  2532 Ibídem 

(Reformado por la Ley 791 de 2002, Art. 6º), para obtener la prescripción 

EXTRAORDINARIA, de posesión directa sobre el inmueble referido en forma tranquila, 
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pacífica e ininterrumpida. 

 

La prescripción Adquisitiva sólo se interrumpe civilmente con la presentación de la 

demanda, pero a condición de que esta sea admitida a trámite, y el auto admisorio 

correspondiente se notifique apropiadamente y dentro del plazo legal al convocado, 

cumpliendo los requisitos establecidos en el artículo 94 del C.G.P. 

Ciertamente esta excepción es legalmente procedente a la luz del Art. 2º de la Ley 791 de 2002 

que adicionó el Art. 2513 del C.C., la cual, por demás, redujo los términos de prescripción 

ordinaria a cinco (5) años para bienes raíces, en tanto que los de prescripción extraordinaria los 

redujo a diez (10) años, los cuales se deben contabilizar atendiendo y haciendo una aplicación 

armónica con el Art. 94 del C. G. del P.  

 
El art. 2538 del C.C. consagra: “Toda acción por la cual se reclama un derecho se extingue por 
la prescripción adquisitiva del mismo derecho”. 
 

En la prescribiente confluyen todos los elementos axiológicos de la ACCIÓN DE 

PERTENENCIA: el bien prescriptible, la posesión, y el tiempo de la misma, que superó los 

diez (10) años, exigencia máxima que establece la ley, en el caso extremo de las Prescripciones 

Extraordinarias. 

 

Así las cosas, la aludida excepción debe prosperar, atendiendo los parámetros enunciados y 

demás normas civiles y procesales civiles pertinentes, que colocan las pretensiones de la 

demanda en línea directa con la PRESCRIPCION ADQUISITIVA DE DOMINIO y, por 

tanto, de la PRESCRIPCIÓN de la ACCIÓN JUDICIAL que nos ocupa, pues es evidente 

que a los demandantes se les ha extinguido. Es en esos términos que demandamos su 

pronunciamiento Distinguida Jueza. 

 

Por último, importante es mencionar que la presencia y propósito del parágrafo 1° del 

artículo 375 del C.G.P., es que se proceda a alegar LA PRESCRIPCIÓN por vía de 

excepción, para lo cual se adicionaron unas exigencias, con la clara finalidad de evitar la 

DEMANDA DE RECONVENCIÓN.  
 

Por todo lo anterior, consideramos que no podrá accederse a la Pretensión de los actores, de 

que se ordene la restitución o entrega del inmueble en disputa, puesto que, éste, ya lo ha 

ganado la demandada por haber prescrito en su favor. 
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Con base en la situación planteada, la excepción propuesta debe prosperar, y en los siguientes 

términos demandamos su pronunciamiento Distinguida Jueza: 

 

PRETENSIONES 

 

1. PETICIÓN PRINCIPAL: Solicito respetuosamente DECLARAR por vía de excepción, 

que la demandada ANGELA PATRICIA BELLO MONTENEGRO, es poseedora 

material del inmueble objeto de demanda, por un término superior a cinco (5) años, siempre 

en forma directa, ininterrumpida, pacífica y pública, inmueble que por tratarse de una 

VIVIENDA de INTERÉS SOCIAL está regulado por la Ley 9ª de 1989 (Art. 51). 

 

2. Como consecuencia de la declaración solicitada en la Pretensión anterior (PETICIÓN 

PRINCIPAL), DECLARAR por vía de excepción, que la demandada ANGELA 

PATRICIA BELLO MONTENEGRO, ha adquirido por vía de PRESCRIPCIÓN 

EXTRAORDINARIA (Especial) ADQUISITIVA DE DOMINIO, por tratarse de un bien 

calificado como de interés social, el dominio pleno y absoluto del inmueble ubicado en la 

siguiente dirección, de acuerdo al Certificado de Tradiciòn (Obrante en el proceso y 

aportado con el presente libelo) identificado con Nùmero de Matrícula 50C-1555859, en la 

carrera 106 No 14 – 89 Int 7 casa 3 (Direccion Catastral), y Carrera 106 # 8 – 81 IN 1. Casa 

3 Bloque 7 – Conjunto Residencial SABANAGRANDE II. SUPERLOTE 5 – 

PROPIEDAD HORIZONTAL, situado en la localidad de Fontibón en la ciudad de Bogotá 

D.C., el cual se describe de acuerdo con los linderos que figuran en la Escritura Publica 

Nùmero 12527 de fecha 14 de noviembre de 2002, Notaria 29 del Circulo de Bogotà D.C. 

(adjunta a la cartilla procesal), a la cual nos remitimos. 

 

3. PETICIÓN SUBSIDIARIA: DECLARAR por vía de excepción, que la demandada 

ANGELA PATRICIA BELLO MONTENEGRO, es poseedora material del inmueble 

objeto de demanda, por un término superior a diez (10) años, siempre en forma directa, 

ininterrumpida, pacífica y pública, término consagrado en el Art. 2º de la Ley 791 de 2002 

que adicionó el Art. 2513 del C.C. 

 
4. Como consecuencia de la declaración solicitada en la Pretensión anterior (PETICIÓN 

SUBSIDIARIA), DECLARAR por vía de excepción, que la demandada ANGELA 
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PATRICIA BELLO MONTENEGRO, ha adquirido por vía de PRESCRIPCIÓN 

ADQUISITIVA EXTRAORDINARIA (Común), el dominio pleno y absoluto del inmueble 

ubicado en la siguiente dirección, de acuerdo al Certificado de Tradiciòn (Obrante en el 

proceso) identificado con Nùmero de Matrícula 50C-1555859, en la carrera 106 No 14 – 89 

Int 7 casa 3 (Dirección Catastral), y Carrera 106 # 8 – 81 IN 1. Casa 3 Bloque 7 – Conjunto 

Residencial SABANAGRANDE II. SUPERLOTE 5 – PROPIEDAD HORIZONTAL, 

ubicado en la localidad de Fontibón en la ciudad de Bogotá D.C, cuyos linderos y demás 

especificaciones obran en la Escritura Publica Nùmero 12527 de fecha 14 de noviembre de 

2002, Notaria 29 del Circulo de Bogotà D.C. (adjunta a la cartilla procesal), a la cual nos 

remitimos. 

 

5. Que se ordene la inscripción de la SENTENCIA en el respectivo Folio de Matrícula 

Inmobiliaria Nº 50C-1555859 de la Oficina de Registros de Instrumentos Públicos de 

Bogotá D.C. Zona Centro. 

 
6. Que como consecuencia de la declaración que su Despacho considere pertinente (Sea la 

Petición Principal o la Subsidiaria), se ordene, la cancelación de las anotaciones Nº 4, 5 y 6 

del certificado de Tradición y Libertad (Folio de Matrícula Inmobiliaria Nº 50C-1555859) y 

de todos los gravámenes que afecten el inmueble. 

 
7. Que se condene en costas y gastos que genere el proceso.  

 

SOLICITUDES 

 
Para dar cumplimiento con lo preceptuado en el parágrafo 1º del Art. 375 del C.G. del P., me 
permito solitar a su Despacho: 
 
1. Que se le otorgue a mi poderdante el Edicto de Emplazamiento de que trata la regla 7 del 

Art. 375 del Código General del Proceso y se autorice la instalación de la valla, para 

coordinar con la Oficina de Espacio Público Municipal, o con quien haga sus veces, su 

instalación. 

 

28



2.  Que se OFICIE a la Oficina de Registros de Instrumentos Públicos de Bogotá Zona-Centro, 

para que en el Folio de matrícula Inmobiliaria Nº 50C-1555859, se inscriba la PETICIÓN 

de PRESCRIPCIÓN ADQUISITIVA POR VÍA DE EXCEPCIÓN, respecto del bien 

inmueble objeto del presente litigio. 

 

3. Que se ORDENE EL EMPLAZAMIENTO de todas las personas INDETERMINADAS que 

se crean con derechos sobre el predio en cuestión, conforme lo prevé el Art. 108, 293 y 375 

numerales 6 y 7 del C. G. del Proceso. 

 

4. Que se CITE, mediante oficio, a la acreedora Hipotecaria, “Banco Davivienda S.A.”, 

conforme lo prevé el Art. 375 numeral 5 del C. G. del Proceso: “Cuando el bien esté 

gravado con hipoteca o prenda deberá citarse también al acreedor hipotecario o prendario”. 

Acorde con la ANOTACIÓN Nº 4 del Folio de matrícula Inmobiliaria Nº 50C-1555859 

que adjuntamos a este libelo, se observa inscripción de Hipoteca Abierta sin Límite de 

Cuantía en favor de esta entidad bancaria.  

 

ANEXO: Aportamos, para dar cumplimiento a la regla 5 del Art. 375 del Código General 

del Proceso, el Certificado de Libertad, expedido por la Oficina de Registros 

Públicos de Bogotá Zona-Centro, respecto del inmueble identificado con el Folio de 

Matrícula Inmobiliaria Nº 50C-1555859 y Cédula Catastral Nº 

006520070100701003. Del mismo modo, adjuntamos Copia auténtica de la 

Escritura Pública Nº 12.527 Otorgada en la Notaría 29 del Círculo Notarial de 

Bogotá D.C., el día 14 de Noviembre de 2002, con base en la cual los demandantes 

adquierieron el inmueble, hoy en Posesión de la demandada.  

  

 

FUNDAMENTO DE DERECHO 

 

Me apoyo en Derecho en los Arts. 78 a 80; 94. 206, 236, 283, 284, 375 del Código General del 

Proceso; 1496, 1502, 1521, 1546 y ss., 1594, 1609, 1610, 1740, 1928, 2513, 2535, 2538 del 

Código Civil; 117 del Código de Comercio; 89 de la Ley 153 de 1887; Ley 9ª de 1989 95 del 

Dcto. 960 de 1970; 45 del Dcto. 2148 de 1983;  y demás normas concordantes vigentes. 
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PRUEBAS Y ANEXOS 

 

A. DOCUMENTALES: Solicito que sean tenidas en su valor legal, las siguientes pruebas 

documentales: 

 

 1. El libelo demandatorio y sus anexos. 

 

2. Certificado de Libertad y Tradición, expedido por la Oficina de Registros de 

Instrumentos Públicos de Bogotá Zona-Centro, con el Folio de Matrícula Inmobiliaroa 

Nº 50C-1555859 del inmueble, para dar cumplimiento a la regla 5 del Art. 375 del 

Código General del Proceso. En él podemos observar plenamente identificados con una 

“X”, en la ANOTACIÓN Nº 3, que los titulares del dominio son los demandantes; 

además, se verifican las ANOTACIÓNES Nº 4, 5 y 6 donde se puede constatar la 

existencia de gravámenes y limitaciones al dominio, tales como HIPOTECA 

ABIERTA SIN LÍMITE DE CUANTÍA a favor del BANCO DAVIVIENDA S.A; 

el gravamen de CONSTITUCIÓN DE PATRIMONIO DE FAMILIA, EN FAVOR 

DE ELLOS, “DE SUS HIJOS MENORES Y DE LOS QUE LLEGAREN A TENER, y 

el EMBARGO EJECUTIVO CON ACCIÓN REAL. (4 fls.) 

 

3. Copia auténtica de la Escritura Pública Nº 12.527 Otorgada en la Notaría 29 del 

Círculo Notarial de Bogotá D.C., el día 14 de Noviembre de 2002, con base en la cual 

los demandantes adquierieron el inmueble, hoy en Posesión de la demandada. Con esta 

prueba se pretende constatar que efectivamente el inmueble a prescribir está catalogado 

como una VIVIENDA DE INTERÉS SOCIAL, así se indica, pues el bien está dentro 

de dicha clasificación y se trata de una venta de VIVIENDA DE INTERES SOCIAL. 

Adicional a ello, se verifica que a través de esta escritura los demandantes obtuvieron 

HIPOTECA ABIERTA SIN LÍMITE DE CUANTÍA a favor del BANCO 

DAVIVIENDA S.A y constituyeron PATRIMONIO DE FAMILIA, EN FAVOR DE 

ELLOS, “DE SUS HIJOS MENORES Y DE LOS QUE LLEGAREN A TENER”. (38 
fls). 

 

4. Escritura de compraventa Nº 267 del 17 de abril de 2012 otorgada en la Notaría Única 

del Municipio de Guaduas-Cundinamarca, respecto de la venta del Derecho Hereditario 

que la demandada hizo a su hermano CARLOS ANDRÉS BOLÍVAR BELLO, 
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VINCULADO a una que heredó de su mamá, cuyo valor recibido por la venta lo tenía 

destinado para pagar el 15 de junio de 2012 el saldo pendiente del inmueble que 

prometió comprar a los demandantes. (12 Fl.) 

 

5. Aporto recibo de consignación que acredita el adelanto de $2.000.000,oo al 

Promitente Vendedor Carlos Ernesto Carrillo Restrepo para, supuestamente, ponerse al 

día con la deuda de las Cuotas de Administración (cosa que nunca hizo), dicha 

consignación la realizó la accionada Angela Patricia Bello Montenegro en el Banco 

Citibank en abril 7 de 2012, a su cuenta # 1002653423. (1Fl.). 

 

6. Recibo de consignación realizada el día 3 de abril de 2014 por Angela Patricia Bello 

Montenegro en la cuanta de Ahorros Nº 008420812 del Banco AV VILLAS a nombre 

de “JURISPRHO ASOCIADOS LTDA.”, con base en la cual pagó la suma de $ 

2.702.800,oo para cumplir el Acuerdo con el abogado, Dr. CARLOS VILLARREAL 

SALAZAR sobre la deuda que dejaron los demandantes respecto de las cuotas de 

Administración del Inmueble, la cual venía siendo ejecutada ante el Juzgado 3º Civil 

Municipal de Bogotá desde el año 2010 bajo el RADICADO: 

110014003001201000200900. Igualmente, aporto record del Sistema Judicial respecto 

de este proceso, Consultado en la Página de la Rama Judicial.(4 Fls.) 

 

7. Factura o Recibo de Caja Nº 35269 expedida por la Administración del Inmueble 

COJUNTO RESIDENCIAL SABANAGRANDE II SUPERLOTE 5, por concepto de 

los INTERESES ACUMULADOS hasta octubre de 2012 ($414.500,oo), respecto de las 

Cuotas de Administración impagadas acumuladas hasta esa fecha por $838.500.oo; 
al igual que por concepto de los INTERESES causados mes a mes, a partir de octubre 

de 2012, respecto de las Cuotas que se fueron causando, mes a mes, desde esa fecha y 

hasta el día 31 de marzo de 2014, con base en el acuerdo que la demandada hizo con 

“JURISPRHO ASOCIADOS LTDA.”, pagando, el día 3 de abril de 2014, la suma de 

$2.702.800,oo a través del abogado, Dr. CARLOS VILLARREAL SALAZAR. (2 fls). 
 

8. Sendos Chats de WhatsApp enviados a la demandada por el abogado CARLOS 

VILLARREAL SALAZAR, relacionados con el acuerdo y el pago de lo adeudado a la 

Administración del Inmueble Conjunto Residencial SABANAGRANDE. (4Fls.) 
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9. Aporto 20 recibos (que mi procurada pudo recuperar, entre muchos otros) de pago y 

una Factura del BANCO DAVIVIENDA S.A. de cuotas de un crédito 

Nº600034800013348-8 a cargo del demandante Carlos Ernesto Carrillo Restrepo; pago 

que mi mandante hizo hasta cuando el Banco le envió facturas. Además por el Crédito 

Hipotecario, éste Banco ejecutó con embargo del inmueble prometido en venta, según se 

observa en el Certificado de Tradición y Libertad que se anexa. (8fls.). 
 

10. Adjunto parte de las Facturas de compra de materiales y pago de mano de obra 

relacionadas con una parte de las Mejoras que se ha realizado en el inmueble que nos 

ocupa. (7fls) 

 

11. Aporto, como elementos que nos permite establecer el carácter de VIVIENDA DE 
INTERES SOCIAL del inmueble que nos ocupa, Información Catastral con vigencia 

del año 2017, cuyo Avalúo Catastral del Inmueble para este año ascendió a la suma de 

$67.465.000. También anexo la Información Catastral con vigencia del año 2022,  de 

donde su Avalúo Catastral del Inmueble para este año ascendió a la suma de 

$94.430.000. Ambas expedidas por la Unidad Administrativa Especial de Catastro 

Distrital. (2 fls). 
 

12. Aporto el Avalúo Comercial del inmueble que da cuenta que éste no supera los 150 

SMLMV al momento de la adquisición por PRESCRIPCIÓN, dado que para abril de 

2017 ascendía a un valor de NOVENTA Y DOS MILLONES NOVECIENTOS 

OCHENTA Y NUEVE MIL CUATROCIENTOS TREINTA PESOS CON 94 Cvs. 

($92’989.430,94) (cuando se cumplieron 5 años de Posesión, tiempo suficiente para 

adquirir el bien por Prescripción Extraordinaria especial de VIVIENDA DE INTERES 

SOCIAL). (142 fls). 

 

13. Recibo de RECONEXIÓN DEL SERVICIO DE GAS   llevado acabo el día 9 de agosto 

de 2012 por la  Empresa BSI COLOMBIA S.A. contratista de GAS NATURAL. Y 

factura de pago de  GAS NATURAL la que incluye el costo de RECONEXIÓN, 

cancelada por mi mandante el 27 de agosto de 2012. (2 fls). 

 

14. Facturas del SERVICIO DE GAS, del año 2012, canceladas por la accionada. (4 fls). 

Dichas facturas están a nombre del demandante Carlos Ernesto Carrillo Restrepo, por 
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ser él quien figura ante la entidad prestadora del servicio como el titular desde antes de 

entregar la Posesión, mas no porque él sea quien las esté cancelando. (4 fls) 

 

15. Facturas de pago de impuesto predial del inmueble objeto de demanda, las cuales 

fueron canceladas hasta que la admnistración municipal dejó de enviarlas, sin que a mi 

prohijada le permitieran seguirlas pagando. Dichas facturas están a nombre del 

demandante Carlos Ernesto Carrillo Restrepo, por ser él quien figura ante catastro 

municipal como el titular del inmueble, mas no porque él sea quien se haya dignado 

cancelar. (4 fls). 

 

16. Facturas de Servicios Públicos de Energía, expedidas por la Empresa CODENSA, por 

medio de la cual canceló mi representada, obligaciones relacionadas con 

ELECTRODOMÉSTICOS pendientes de pago, que   debería  cubrir  la parte 

demandante. (7 fls.) 

 

17. Aporto una comunicación escrita que la demandada, ejerciendo su condición de Poseedora, 

le envió a la Administradora del inmueble el 21 de abril de 2012, en la que le informar que 

desde el día 02 de abril, es la nueva propietaria de la casa tres (3) del Bloque siete(7) y que 

en esa misma fecha se realizará un trasteo para esa vivienda. Del mismo modo, adjunto 

Contrato de Arrendamiento del inmueble arrendado por la demandada, en ejercicio de 

su posesión, a la Sra. GRACIELA GÓMEZ DE HURTADO quien lo viene ocupando, en su 

condición de arrendataria, desde el inicio de dicha Posesión, hasta marzo 13 de 2014, con 

base en un Contrato de arrendamiento VERBAL y, desde marzo 14 de 2014, hasta la fecha, 

con Contrato de arrendamiento ESCRITO, tal como se puede verificar. (4 fls). 
 

18. Aporto la Escritura Pública Nº 15.295 de octubre 25 de 2016, otorgada, por la 

demandada ANGELA PATRICIA BELLO MONTENEGRO, ante la Notaría 15 del 

Círculo Notarial de Medellín, en la que hace, respecto del inmueble que es materia del 

presente litigio, una “DECLARACION SOBRE POSESION MATERIAL DE 

INMUEBLE (MEJORAS)”, en la cual deja constancia de actividades propias realizadas 

en ejercicio de su Posesión. (6 Fls.). 

 

 19.  ANEXO certificado de la Administración del Inmueble, expedido por el Conjunto 

Residencial SABANAGRANDE II SUPERLOTE 5, en el que se informa que el 
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inmueble se encuentra a Paz y Salvo por concepto de Administración, cuyas cuotas 

siempree las ha pagado la demandada en su condición de Poseedora. Igualmente aporto 

los tres (3) últimos recibos de cuotas de administración debidamente canceladas por 

ésta. (4 fls). 

 

20. EL PODER ESPECIAL a mí conferido por la demandada (2fls). 
 
 
B. OFICIAR: Si a bien tiene su Despacho, y lo encuentra necesario, se dignará oficiar a 

CATASTRO DISTRITAL para que certifiquen si el inmueble que es objeto de la 

presente demanda, esto es, casa ubicada en la carrera 106 No 14 – 89 Int 7 casa 3 

(Direccion Catastral), el cual hace parte del Conjunto Residencial SABANAGRANDE 

II. SUPERLOTE 5 – PROPIEDAD HORIZONTAL ubicado en la Carrera 106 # 8 – 81 

IN 1. Casa 3 Bloque 7 –, situada en la localidad de Fontibón en la ciudad de Bogotá 

D.C. y de acuerdo al Certificado de Tradiciòn se encuentra identificado con el Nùmero 

de Matrícula 50C-1555859, corresponde o no a VIVIENDA DE INTERES SOCIAL, 

para  lo cual se tendrá en cuenta el avalúo y el valor del salario mínimo legal mensual 

vigente, para el mes de Abril de año 2017 (fecha en la cual la demandada cumple 5 años 

de posesión).  
 

 Este avalúo bien puede su señoría decretarlo, también de manera oficiosa, atendiendo lo 

dispuesto en el numeral 3º del Art. 94 de la Ley 388 de 1997. 

 

Ese precio (de la VIVIENDA DE INTERES SOCIAL), bastante se ha dicho, es el que 

corresponde al valor comercial del bien para cuando se causa el derecho a adquirir por 

prescripción (en nuestro caso, abril de 2017), como ha sido ya señalado por la 

jurisprudencia nacional (CSJ, Sala de Casación Civil, sentencia SC11641-2014, del 1° 

de septiembre de 2014, M.P. Ariel Salazar Ramírez) y por esta Sala (sentencia de julio 

18 de 2011, radicado 66001-31-03-005-2009-00072-01, o en la sentencia del 16 de 

enero de 2018, 66001-31-03-001-2011-00194-01). 
 

C.  TESTIMONIALES: Solicito que se recepcione declaraciones, bajo la gravedad del 

juramento, sobre los hechos de la demanda, su contestación y la excepción aquí 

propuestas a las siguientes personas, mayores:  
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1. Sra. GRACIELA GÓMEZ DE HURTADO, quien se localiza en la carrera 106 No 14 – 
89 Int 7 casa 3 del Conjunto Residencial SABANAGRANDE II. SUPERLOTE 5 – 
PROPIEDAD HORIZONTAL, Zona Franca Fontibón, Bogotá. Celular 322 9505117, 
identificada con C.C. 32.338.154. Dice no poseer Correo Electrónico. 
 

2. Sra. MAYRA STELLA VELASCO, identificada con C.C. 52.519.750, quien se localiza 
en la Diagonal 15B Nº 104-45, Casa 97, Compostela 1, Zona Franca Fontibón, Bogotá 
D.C. Correo Electrónico: mayravel02@hotmail.com.  
 

3. Sr. CARLOS ANDRÉS BOLÍVAR BELLO, quien se localiza en la Cra. 12 Nº 5-53 sur, 
en Guaduas-Cundinamarca. Celular 318 8096396, identificado con C.C. 1.072.746.277. 
Correo Electrónico: bmorao88@gmail.com. 

 
 
D. INTERROGATORIO DE PARTE: Se dignará citar y hacer comparecer a los 

demandantes a fin de que absuelvan interrogatorio de parte, en la fecha y hora 
previamente señalada, el cual formularé en la respectiva audiencia.  

 
 

 DIRECCIONES Y NOTIFICACIONES 
 
 
Los DEMANDANTES: En las direcciones relacionadas en la demanda; 
 
La DEMANDADA: Cra. 82 Nº 9Asur-79, Apto. 915, Unidad FLORENCE, Rodeo Alto, 
Medellín-Ant., Celular: 3108979831. Correo Electrónico: anpabemo@hotmail.com.  
 
EL SUSCRITO: Calle 22s 44-08 Int. 604, en Envigado-Ant., Cel. 3002145536. 
      Correo Electrónico: hernanaguirre24@hotmail.com. 
 
 
Cordialmente, 
 
 
 
 
HERNÁN AGUIRRE DELGADO 
T.P.73.084 del C.S. de la J. 
C.C. 70’128.713  de Medellín 
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